Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 43 minutos.) 


Es un gusto recibir a los señores integrantes de la sucesión de Santiago Tisnés y a sus abogados, a quienes, sin más preámbulos, 
les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR NALBARTE.- Agradecemos profundamente que esta Comisión nos haya recibido en la mañana de hoy. Quisiera señalar 
que los señores Tisnés que hoy nos acompañan forman parte de la familia propietaria del bien que es objeto del litigio que 
expondremos en este ámbito. El doctor Ramírez y quien habla somos abogados patrocinantes. 


El tema concreto refiere a Cabo Polonio y es sumamente polémico; ha estado en el tapete durante mucho tiempo por razones 
ajenas a las que venimos a plantear en el día de hoy. 


El año pasado todos escuchamos lo que se dijo en los medios por parte de la ONG que nuclea a quienes se autodenominan como 
defensores de Cabo Polonio. La familia Tisnés, reitero, es propietaria de uno de los predios más importantes de la zona -su predio 
tiene 850 metros de costa sobre la Playa de la Calavera- y no quiso salir a la prensa porque entendía que se trataba de un 
problema que debía dilucidarse entre los ocupantes ilegales de Cabo Polonio y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Cuando hablo de ocupantes ilegales, no me refiero a un asentamiento irregular de marginados, sino a un grupo de 
gente integrada por abogados, comerciantes y algún artesano pescador. 


Durante todo el año pasado, los letrados, con la participación de la familia, mantuvieron conversaciones con los representantes del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Cabe aclarar que este tema se arrastra desde hace sesenta 
años. Si los señores Senadores me permiten, voy a hacer una pequeña reseña sobre la situación del predio en cuestión. 


Se trata del padrón N* 3803 de Cabo Polonio, compuesto por 200 hectáreas, con 850 metros de costa. 


En el año 1942, por un Decreto-Ley del Presidente Baldomir, se creó el Parque Nacional Forestal, que ocupaba dos zonas: la 
número dos, de Aguas Dulces y la número uno, de Cabo Polonio y áreas circundantes. Cabe acotar que la zona uno está 
conformada por alrededor de 5.000 hectáreas. 


En el año 1944, se dictó un Decreto según el cual se expropiaba el padrón de la familia Tisnés. En ese momento se iniciaron 
gestiones administrativas con la familia y en 1945 se llegó a un acuerdo. Como se podrá apreciar, estoy hablando de 56 años atrás. 
Dicho acuerdo jamás se llegó a cumplir puesto que el expediente desapareció durante 43 años. 


En el año 1988, apareció el expediente, que se encontraba en Jurídica del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En ese 
mismo expediente se iniciaron nuevamente tratativas con la familia Tisnés, que duraron once años, desde 1988 a 1999. 


En 1998, se llegó a un acuerdo y la Dirección Nacional de Catastro tasó el bien. Según el Director de dicha oficina se trata de un 
bien que no admite comparación, porque no hay otro similar; es único. En ese sentido, también se llegó a un acuerdo sobre el 
precio y la forma de pago. En ese momento, el Ministro Mosca ordenó el pago y la resolución estaba redactada, pero el Tribunal de 
Cuentas observó el gasto. Luego, el Ministerio ordenó nuevamente el pago y el Tribunal de Cuentas lo volvió a observar. 


En 1999, las gestiones quedaron sin efecto porque el acuerdo no se pudo cumplir. 


El 9 de febrero de 2000, por uno de los últimos Decretos del Poder Ejecutivo del doctor Sanguinetti, se dejó sin efecto la 
expropiación decretada en 1944, es decir, 56 años después. Eso se hizo sin tener en cuenta todo lo que pasó desde 1942, cuando 
se creó el Parque Nacional Forestal. 


Teóricamente, en ese momento, la familia Tisnés tenía la plena disponibilidad del bien, ya que era propietaria y podía hacer lo que 
quisiera con el predio. Eso no es así y es absolutamente ilusorio. A partir del Decreto de 1942, se fue creando a través de distintas 
normas una serie de gravámenes sobre el bien que lo hacen absolutamente indisponible para sus propietarios. Cuando vimos que 
la ONG quería gestionar Cabo Polonio y estaba intentando gestionar una propiedad ajena, recién ahí salimos a la prensa, pero 
previamente había pasado un año en el que habíamos realizado gestiones ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, el que, reconociendo todo lo que había pasado —que es absolutamente increíble-, simplemente, señaló que no 
tenía fondos porque la contención del gasto público le impide encarar la compra del bien. 


Después que se liberó el bien, habiéndose dejado sin efecto la expropiación, se dictó la ley que creó el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, que obliga a un propietario privado que tenga un predio de un área protegida a ofrecerlo al Estado. 


Es así que la familia Tisnés ofreció su predio al Estado y mantuvo la buena disposición que había tenido durante casi sesenta años. 
Entonces, el señor Ministro nos convocó personalmente y nos señaló que el Estado no podía comprar el predio. 


¿Cuál es la situación con respecto a este tema y por qué concurrimos a este ámbito? En realidad, pedimos esta audiencia en el 
mes de febrero cuando estaba en el tapete el tema de los defensores de Cabo Polonio. Por nuestra parte, ya tuvimos la audiencia 
de conciliación con el Estado que, obviamente, fue negativa, y la familia Tisnés va a promover un juicio contra el Estado 
reclamando los perjuicios que se le han ocasionado durante casi sesenta años. 


Debemos partir del Decreto del año 42, la expropiación de 1944 y el Decreto 266 del año 66, que declara a Cabo Polonio 
monumento natural en virtud de una Convención de las Bellezas Escénicas de América del año 40. Se trata de un monumento 
natural inviolable, según se dice, y sólo sirve para realizar experimentos científicos. El Parque de Reserva Forestal se creó para 


contener las dunas, según el criterio técnico que existía; sin embargo, hoy día se quiere desforestar porque, aparentemente, los 
pinos que plantaron no las contienen, sino que por el contrario las perjudica. 


En 1990 se dicta un Decreto que establece que Cabo Polonio es el mayor predio propiedad del Estado, la mayor reserva turística 
que tiene el país. 


En 1992, se dicta otro Decreto que prohibe el ingreso de particulares y de vehículos a Cabo Polonio, salvo para vigilancia o por 
razones expresamente autorizadas. Sin embargo, en los últimos años hemos visto que se realiza un comercio en Cabo Polonio 
absolutamente descarado, donde todos lucran a costa de los propietarios. 


Este año -dicho por los propios transportistas- ingresaron diariamente al lugar más de dos mil personas transportadas por las cinco 
empresas autorizadas por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y la Intendencia Municipal de Rocha, según un convenio 
firmado en enero del año pasado por diez años. Esas empresas tienen el monopolio del ingreso a Cabo Polonio. 


Hay otro gran tema del comercio en Cabo Polonio, que es el de las construcciones irregulares, tales como casas y ranchos que se 
alquilan en su mayoría. En el predio de la familia Tisnés, censada en 1998 por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
había 94 viviendas irregulares, de las cuales 84 se encuentran en la faja de defensa costera que, como sabrán los señores 
Senadores, es un espacio de 250 metros de la última línea de ribera -que es un promedio de los últimos veinte años de mayores 
subidas- hacia adentro. 


Ahí nada se puede construir. Sin embargo, el propio Estado toleró esas construcciones, que sirven para hacer un comercio 
clarísimo, porque todas se alquilan; inclusive se publicita -creo que hasta por el Ministerio de Turismo- el alquiler de los ranchos 
entre U$S 50 y U$S 60 por día. 


Los propietarios hemos presentado al Ministerio, además del ofrecimiento de venta, un pedido de aclaración de qué es lo que 
pueden hacer los propietarios en el predio, pero nada se ha respondido. La idea de ellos, dado que la expropiación quedó sin 
efecto, es, en primer lugar, buscar los mecanismos y los medios económicos —porque no los disponen- para cercar el predio de 
Cabo Polonio, como todo propietario puede hacer con su bien. 


La preocupación de la familia Tisnés, cuando se explicó en la prensa, motivó la reacción del señor Subsecretario del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, diciendo que dicho Ministerio reivindicaba para sí el hecho de legislar sobre 
los predios como estos, donde hay una reserva incluida dentro del sistema de áreas protegidas. Obviamente, la familia Tisnés y 
nosotros no vamos a desconocer la facultad del Estado de legislar sobre medio ambiente y ecología, pero lo que no puede hacer es 
mantener una situación como ésta, donde legítimos propietarios —que precisamente no son potentados, sino gente común que 
heredaron un bien- se ven privados de cualquier uso del bien. El Estado no indemniza, no compra ni expropia, pero sí permite que 
en el predio se realice una cantidad de actividades. 


Entendemos que el Estado no puede decirle a la familia Tisnés que no la puede atender debido a la política de la contención del 
gasto público, sino que tiene la obligación de indemnizarla por los daños que le ha causado. Para eso vamos a promover un juicio, 
donde obviamente se van a reclamar los perjuicios, pero va a quedar latente el problema de fondo. 


Es decir, vamos a reclamar perjuicios, pero ahí no se va a discutir la venta o expropiación del bien; éste va a seguir siendo 
propiedad de la familia Tisnés. Por esa razón, nos interesa que ese segundo aspecto sea considerado porque realmente está 
vinculado con lo que puede ser la competencia de la Comisión de Medio Ambiente del Senado. Evidentemente, hay que definir qué 
es lo que quiere hacer el Estado con Cabo Polonio. 


Si el Estado quiere hacer lo que es hoy Cabo Polonio, es una opción evidentemente, pero a los propietarios tiene que pagarles. No 
puede hacer ese tipo de explotación de Cabo Polonio a costa de los propietarios. No se trata solamente de ellos, sino que también 
hay otros propietarios. 


De manera que hoy nos encontramos ante una situación que se arrastra desde hace sesenta años y nos vemos en la obligación de 
hacer un juicio, pero siempre estamos con la incertidumbre de qué es lo que va a pasar, qué va a hacer el Estado, si va a legislar 
sobre Cabo Polonio y a determinar de una vez por todas qué es lo que se hace con los predios. 


La familia Tisnés ha mantenido y mantiene una actitud absolutamente conciliadora; se ve obligada, repito, después de más de un 
año de tratativas con el Ministerio, a iniciar un juicio. Reitero aquí que el juicio no soluciona el tema de fondo; el predio seguirá 
siendo de ellos, pero continuará limitado por todo ese conjunto de normas. Realmente no sabemos qué va a hacer el Estado; por 
eso trasladamos, de alguna manera, nuestra inquietud a este ámbito, como lo hicimos en la Comisión de Vivienda de la Cámara de 
Representantes, porque entendemos que este es un tema que tal vez exceda a la competencia del Ministerio y deba solucionarse 
de otra manera. 


Esto es "grosso modo" el motivo de nuestra presencia en esta Comisión. Si los señores Senadores tienen alguna pregunta que 
formular, con mucho gusto la evacuaremos. Ojalá que entre todos se pueda encontrar una solución a esta situación realmente 
inadmisible que se arrastra desde hace sesenta años, y que continuará porque el juicio recién comienza. 


Personalmente, agradezco la atención dispensada. 


SEÑOR RAMIREZ.- Quisiera realizar una aclaración que también hicimos en la Comisión de Vivienda de la Cámara de 
Representantes. Deseamos separar bien las aguas entre lo que es el juicio y el objeto de nuestra presencia, y la solicitud de esta 
audiencia, que volvemos a agradecer. 


A partir de 1944, en el entendido de que el final de este predio iba a ser incorporarse a los bienes del Estado y que únicamente 
faltaba concluir ese largo trámite expropiatorio que culminaba con el pago del precio y la escrituración, el Estado dictó una serie de 
decretos a los que hacía referencia el doctor Nalbarte. Uno de ellos, que es el que más gravámenes cuesta a nuestros clientes, de 
1966, establece que el Cabo Polonio es un monumento natural de dunas y, por lo tanto, absolutamente inviolable, salvo para 
investigaciones científicas. Terminado el procedimiento expropiatorio en febrero de 2000, se les devuelve el inmueble a los 
propietarios con la vigencia de ese decreto. La primera interrogante que ellos nos plantean es si dicho decreto está o no vigente y 


nosotros la trasladamos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de una consulta escrita 
acerca de ese decreto, en cuyos presupuestos y considerandos se partía de la base de que se estaba reglamentando el uso o el 
destino de un bien del Estado. Cabe aclarar que en los propios considerandos se daba por hecho que se estaba regulando el uso 
de la propiedad costera más extensa del Estado. 


En segundo lugar, si el Estado entendiera que el decreto está vigente —el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente no nos ha contestado aún-, ¿puede limitarse el derecho de propiedad a través de un decreto? Nosotros consideramos 
que no y hemos expuesto los fundamentos. Si bien entendemos que el derecho de propiedad no es absoluto y que puede ser 
limitado en aras del interés general, para limitar los derechos consagrados en el artículo 7* de la Constitución es necesaria una ley. 
Este es el objeto de nuestra visita al Parlamento. 


Debemos aclarar que el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente nos ha atendido en varias 
oportunidades con buena disposición y en una de esas entrevistas le expresamos que no sólo nos habían afectado estos 56 años 
de demora del proceso expropiatorio, sino que el gravamen mayor se generaba hoy a partir de la incertidumbre y de la falta de 
certeza jurídica respecto a qué es lo que se puede hacer. La mayoría de los propietarios son ciudadanos del departamento de 
Rocha y con el paso de los años son varias familias que han heredado este inmueble y que pretenden enajenarlo. Sin embargo, 
cuando llega el momento de venderlo, el comprador pregunta qué es lo que se puede hacer. Nosotros creemos que aun cuando el 
Ministerio nos conteste si está vigente o no el decreto de 1966, lo que corresponde a los efectos de obtener certeza jurídica 
verdadera en cuanto a las limitaciones o gravámenes que pesan sobre este inmueble, es crear una ley de carácter nacional que 
regule cuál va a ser el destino de Cabo Polonio. El señor Ministro dijo a los técnicos en reiteradas ocasiones, en nuestra presencia, 
que el Ministerio tenía que dar una respuesta. Lo que ellos nos manifestaban era que se estaba formando una Comisión que iba a 
quedar integrada a mediados de este año, con el cometido de analizar este tema. La respuesta final de los técnicos fue que por 
encontrarse este padrón en la duramadre de Cabo Polonio, era imposible que nos fueran a autorizar cualquier tipo de construcción, 
inclusive el cercamiento de este terreno. 


Este es el objeto de nuestra visita a la Cámara de Senadores. Lamentablemente, no hemos encontrado una solución porque el 
Estado no tiene posibilidades de llegar a un acuerdo transaccional, más con la situación económica que se ha planteado en los 
últimos días. Por lo tanto, nos vimos forzados a promover las acciones judiciales. No obstante ello, aunque ganemos el juicio al 
Estado dentro de cinco o diez años y nuestros clientes cobren la indemnización por 56 ó 60 años de indisponibilidad de un bien de 
su patrimonio, hay otro perjuicio que se sigue generando permanentemente, que es la falta de certeza jurídica y por la cual el 
Estado necesariamente va a tener que pagar. 


Entonces, no sería razonable que terminado el proceso judicial, nuestros clientes cobren la indemnización e iniciemos un nuevo 
juicio para cobrar la diferencia por los gravámenes, y que terminado esto se pague dicha diferencia y el Estado no se quede con el 
inmueble. 


Para nosotros, la diferencia del valor venal del mercado y el actual, si ese gravamen está vigente, es cero porque es imposible 
vender un inmueble cuyo destino es la investigación científica y la conservación de su estado natural. ¿Qué sentido tiene que el 
Estado pague, indemnice por el gravamen y no pueda tener la propiedad del inmueble para desarrollar las actividades ecológicas 
sobre las que tiene interés? 


Creemos que los técnicos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no tienen una solución y por ello 
no nos han contestado. Quizá sería necesario que por vía de ley se reglamentara el destino de Cabo Polonio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que me es particular, alguna noticia tenía del tema. No es un consuelo, pero hay casos peores. Hace 
poco consideramos uno en Artigas que se arrastra desde 1925. Son estas cosas sin sentido. 


¿Cuánto le va a significar de pérdida al Estado este juicio? 
SEÑOR GALLINAL- ¿A cuánto asciende el monto que observó el Tribunal de Cuentas? 
SEÑOR RAMIREZ.- El monto sería de U$S 4:000.000. 


SEÑOR NALBARTE.- Además, el Estado se haría cargo de pagar una eventual indemnización a los ocupantes ilegales, o sea que 
la suma sería mucho mayor. 


SEÑOR TISNES.- Una de las condiciones que se impuso a la familia por parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -en 
su momento el expropiante- fue que, como estábamos en juicio de reivindicación contra los ocupantes ilegales, asumiéramos ir en 
casación si la sentencia de segunda instancia no era favorable, cosa que nosotros cumplimos. Sin embargo, luego el Estado dio 
marcha atrás dejando sin efecto la expropiación. 


SEÑOR NALBARTE.- Como ciudadano, aparte de ser abogado de la familia Tisnés, me choca que se pretenda que en el Cabo 
Polonio se está defendiendo la ecología cuando se permite realizar construcciones donde conviven el pozo negro con la cachimba 
donde se saca agua. Por lo tanto, seguramente las napas freáticas de Cabo Polonio están afectadas, y eso también perjudica el 
medio ambiente. 


Por lo tanto, si el Estado considera que esta es la acción que pretende mantener, es una opción, pero tiene que socializarla y no 
hacerla recaer sobre la familia Tisnés ni sobre los demás dueños que estén en situaciones similares. Por lo tanto, desde el punto de 
vista ambiental creemos que hay una situación inaceptable en Cabo Polonio. 


SEÑOR RAMIREZ.- Voy a efectuar una aclaración en cuanto a los números, calculados por lo bajo. La tasación de U$S 4:000.000 
fue aceptada en 1998 con la salvedad de que se ejecutara en un plazo corto y al contado. Sin embargo, al día de hoy la posición de 
la familia es otra y el bien sigue valorizándose. 


Si calculamos que la diferencia entre el valor venal de mercado sin gravamen, y con el gravamen de afectarlo a las investigaciones 
científicas y la inviolabilidad absoluta, nos da una cifra del 100% del valor. Como el valor de mercado es cero, tenemos U$S 
4:000.000 por ese rubro. 


El artículo 32 de la Constitución establece que deben indemnizarse los daños y perjuicios causados por la demora del proceso 
expropiatorio. En cambio, la Carta de 1952 decía que era por la mora del procedimiento. Para despejar todo tipo de dudas se 
estableció que era por la simple demora del proceso expropiatorio y, por lo tanto, había que calcular cuánto vale la indisponibilidad, 
durante 56 años, de un bien que al día de hoy cuesta U$S 4:000.000. ¿Cuánto le hubiera costado al Estado arrendar a la familia 
Tisnés ese inmueble durante 56 años? Al respecto, calculamos otro valor similar. Entonces, si tasamos en U$S 5:000.000 o en U$S 
6:000.000 el inmueble, serían U$S 6:000.000 más. Adicionalmente, otro daño colateral que nos causan es el siguiente. El Estado 
tolera las construcciones en plena faja costera. La familia Tisnés no inició las acciones reivindicatorias inmediatamente porque el 
bien estaba designado para ser expropiado. Además, si quien lo iba a comprar las toleraba en toda la franja costera, y no sólo en 
ese predio, no íbamos a iniciar nosotros los gastos judiciales. 


Cuando concluyó el juicio, la última sentencia del Tribunal de Apelaciones condenó a la familia a pagar las indemnizaciones del 
valor de las construcciones para recuperar el inmueble. Grosso modo —porque aún no hemos sacado las cuentas-, si son 94 
viviendas a un valor de U$S 10.000 cada una -no las conozco; por tanto, estimo las cifras a ojo de buen cubero-, estaríamos 
hablando de U$S 12:000.000 o U$S 13:000.000 que pagaría el Estado por las indemnizaciones, sin quedarse con la propiedad del 
inmueble. Es un buen negocio para los abogados, pero no para la familia, que tendrá que esperar diez años de juicio y ya han 
pasado tres generaciones, ni tampoco lo es para el Estado, desde ningún punto de vista. 


SEÑOR NALBARTE.- Un dato muy importante es que cuando la familia Tisnés, en 1998, admitió el precio de U$S 4:000.000, lo 
hizo con la intención de terminar el tema. Hoy sabemos que en la zona de Oceanía del Polonio -que está antes de Cabo Polonio, 
en un lugar que no tiene nada que ver con la playa La Calavera, que es donde está el predio de la familia Tisnés y es la mejor de 
ese lugar-, el terreno más barato vale U$S 10 el metro cuadrado. El Estado había arreglado con la familia Tisnés pagarle U$S 2 el 
metro cuadrado. Además, en Oceanía del Polonio hay terrenos que cuestan U$S 20 el metro cuadrado. 


Por lo tanto, los señores Senadores pueden tener una idea clara de que la familia Tisnés fue sumamente condescendiente con el 
Estado, porque trató de buscar una solución y aceptó un precio realmente bajo. Por eso, como decía el doctor Ramírez —y 
respondiendo a la pregunta del señor Senador Gallinal-, la demanda va a ser sumamente importante. 


SEÑOR TISNES.- Incluso, la transacción con el Estado no fue al contado. Nos ofrecieron pagarnos de manera bimensual o 
trimestral —no lo recuerdo exactamente ahora- durante un año y medio, y también lo aceptamos. Como esto se dilató y no salía el 
pago, en aquel entonces se reunieron el doctor Celsa, por el Ministerio de Economía y Finanzas y algún asesor del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, y se presentó una nueva oferta que también aceptamos. Sin embargo, no funcionó. Asimismo, 
plantearon una tercera oferta que fue aceptada por nuestra parte, pero nuevamente no prosperó. Incluso, les ofrecimos que nos 
pagaran con bonos del tesoro u otro tipo de valores del Estado que pudiéramos negociar. Hasta se habló, en alguna oportunidad, 
de canjearlo por tierras. 


De manera que, a nuestro juicio, el Estado siempre mostró interés hasta cierto punto, pero no más; es como si no le interesara 
negociar o buscar una solución al problema. 


SEÑOR NALBARTE.- Evidentemente, las aguas se van a agitar dentro de muy poco cuando comiencen nuevamente las 
demoliciones de la playa Sur. Pero la familia Tisnés lamentablemente va a estar inmersa en un juicio cuyo resultado se obtendrá en 
cuatro o cinco años. Seguramente, el Estado va a tener que pagar una suma muy importante, a pesar de no quedarse con el 
predio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Duele que el pueblo uruguayo pierda la plata así. Es el único comentario que puedo agregar. Vamos a 
discutir con la Comisión para ver si es posible ser un poquito más racionales. 


SEÑOR NALBARTE.- Estamos a disposición de la Comisión en caso de que ésta considere necesario ampliar la información o 
intercambiar ideas. 


SEÑOR TISNES.- La familia, como hasta ahora, sigue dispuesta a buscar una solución por medio del Estado, para tratar de llegar, 
por lo menos, a un mal arreglo, pero liquidar el tema. 


Quiero agregar que, incluso, pagamos la Contribución Inmobiliaria al igual que el Impuesto de Primaria. Dejamos de abonar la 
Contribución cuando el Estado se comprometió y fijó la fecha de pago; en ese momento pensamos que ya no tenía sentido 
continuar pagándola. Actualmente, estamos por hacer un convenio con la Intendencia, ya que se debe la Contribución Inmobiliaria 
correspondiente a los años 1999 y 2000, por un valor de $ 36.000. 


SEÑOR NALBARTE.- Las dunas de Cabo Polonio han sido declaradas monumento natural inviolable. Sin embargo, en los meses 
de octubre, enero y febrero próximo pasado, se realizaron allí tres rally automovilísticos, con gran participación de vehículos 


argentinos. Además, se proyecta incluir a Cabo Polonio como parte del recorrido de una fecha del campeonato mundial de rally. 
Creemos que esto realmente no tiene sentido desde el punto de vista ecológico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los señores integrantes y abogados de la sucesión de Santiago Tisnés. 


(Se retiran de Sala los señores integrantes y abogados de la sucesión de Santiago Tisnés) 
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